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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Eloísa Moreira, Presidenta ad hoc y señor Representante Gustavo A. 
Espinosa, Presidente. 


MIEMBRO: — Señor Representante Francisco Sánchez. 


DELEGADA 
DE SECTOR: Señora Representante María Elena Laurnaga. 


INVITADOS: —'Señor Coordinador del Comité de los Derechos del Niño, Juan Fumeiro acompañado por 
el señor Luis Pedernera por IELSUR y el Comité de los Derechos del Niño; la señora 
Mariana Mosteiro y el señor Mauro Tomasini por SERPAJ. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se ha propuesto como Presidenta "ad hoc" a la señora Diputada Moreira. 
(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA (Moreira).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Coordinador del Comité de los Derechos del Niño, señor Juan 
Fumeiro; a la señora Mariana Mosteiro, de Serpaj, y a los señores Mauro Tomasini de Serpaj y Luis 
Pedernera por lelsur y el Comité de los Derechos de Niño. 


La Comisión se encuentra abocada a recabar las diferentes opiniones vinculadas con el informe que realizara 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, luego de su visita a la Colonia 
Educacional doctor Roberto Berro. 


SEÑORA LAURNAGA.- Yo soy delegada de sector; no soy miembro pleno, pero me interesa mucho lo 
que informarán nuestros invitados. Tengo el siguiente problema: a la hora 13 debo asistir a otra 
Comisión, que integro, también con invitados por lo que adelanto mis disculpas porque en diez minutos 
me tendré que retirar. Quería dejar esto explicitado para que no se pudiera pensar que me retiro por 
falta de interés. Luego leeré la versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑOR PEDERNERA.- La coalición que integran nuestras organizaciones desde 1991 monitorea la 
aplicación de la Convención de los Derechos del Niño en el país, y para ello cuenta con un grupo de 
trabajo específico que se dedica a inspeccionar los centros de detención. Hace más de veinte años que 
visitamos los centros, y estamos legitimados ante la autoridad administrativa para hacerlo, que hasta la 
fecha todas fueron sorpresivas, sin previo aviso y sin cortapisas; la administración siempre nos 
permitió monitorear los centros bajo estas condiciones. 


En nuestro informe nos referiremos a la última inspección que realizamos a fines de octubre y principios de 
noviembre del año pasado, cuando monitoreamos doce centros, acompañados por la Organización Mundial 
contra la Tortura, con la que tenemos un acuerdo de cooperación; una vez al año mandan representantes de 

Ginebra para que podamos llevar adelante este tipo de actividades. 


La particularidad de la última visita fue que la realizamos conjuntamente con tres medios de comunicación. 
En su momento, planteamos al Presidente del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, doctor 
Salsamendi, la posibilidad de que nos acompañaran algunos periodistas. En esta oportunidad, nos acompañó 
un periodista de Búsqueda, otro de Brecha y otro del programa "No toquen nada" de Océano FM, quienes se 
entrevistaron libremente con los adolescentes, funcionarios y directores, y apreciaron, más o menos, lo 
mismo que nosotros. Esta visita fue objeto de notas periodísticas, que se publicaron oportunamente en los 
respectivos medios. 


Nuestro equipo de visitas es interdisciplinario, amplio, que cuenta con cerca de veinte personas. Tenemos un 
protocolo de actuación basado en las pautas de monitoreo estandarizadas por Naciones Unidas. A su vez, en 
las visitas nos dividimos en equipos de trabajo y algunos entrevistamos a adolescentes, otros recorremos los 
centros, otros entrevistamos a directores y otros a trabajadores. También utilizamos como insumo las 
denuncias y los contactos previos que tenemos con trabajadores que llegan por fuera de la visita. 


Al momento de la visita, en noviembre del año pasado, constatamos una situación bastante preocupante que 
fue el aumento exponencial de los adolescentes privados de libertad. En esa oportunidad había 
aproximadamente 620 adolescentes y eso, desde nuestra perspectiva, obedecía al nuevo contexto normativo 
del mínimo de un año de pena sin posibilidad de excarcelación para los delitos gravísimos, una modificación 
que había empezado a regir a partir de marzo de 2013. 


Como aspectos positivos de la entrevista, queremos indicar que en la visita previa a las autoridades del 
Directorio del INAU, concretamente, con el Presidente Salsamendi, se nos entregó un plan estratégico. 
Pudimos constatar una inversión en infraestructura; vimos muchos centros en construcción y en algunos se 
estaban llevando adelante reparaciones, con la salvedad de que los procesos de las obras son lentos. Esto nos 
fue indicado por parte de las autoridades como un problema. 


Otra cuestión que queremos resaltar es que vimos grupos participando en actividades educativas, recreativas 
y culturales. Digo "grupos" porque en las visitas anteriores había una lógica que para nosotros era sumamente 
perversa que era la de que por cada chico en movimiento dentro de los centros tenía que haber dos de 
seguridad. Esa lógica impedía cualquier tipo de actividad colectiva. En este caso, vimos a chiquilines con 
mecanismos de seguridad -con grilletes y esposados-, pero participando, por ejemplo, en áreas pedagógicas 
con grupos de quince adolescentes. 


En el aspecto salud, en 2007- 2008, nosotros habíamos indicado la medicación como un chaleco químico. 
Esto fue objeto de un amparo del Fiscal Viana, lo que significó una condena hacia el INAU para corregir esos 
aspectos. En este sentido, hemos visto leves y lentas mejorías: se han ordenado las historias clínicas y hay un 
mandato de que la medicación sea administrada por personal de salud. En esta oportunidad no vimos la 
práctica de medicación masiva, como en casos anteriores, pero queremos indicar que hay algunos centros en 
los que la medicación sigue siendo un aspecto preocupante. Concretamente, se nos indicó que el personal de 
salud era el único autorizado para suministrar psicofármacos, pero nosotros presenciamos en el momento de 
la visita cómo un funcionario que no era de la salud le proporcionaba una pastilla a un adolescente mientras 
lo entrevistábamos. Esto lo ponemos como ejemplo de la diferencia que encontramos entre lo que se nos dijo 
y lo que constatamos. 


Acá queremos hacer una salvedad porque nos preocupa particularmente el Centro de Ingreso de Adolescentes 
Femeninos (CIAF), donde sí vimos la medicación como una preocupación. Al momento de la visita había 


treinta y siete adolescentes, de las cuales se nos indicó que veintinueve estaban medicadas. Inclusive pudimos 
ver a una adolescente que si no era sostenida por sus compañeras no se mantenía en pie. Queremos dejar 
constancia de esto porque, desde los últimos años a la fecha, en el CIAF vimos un deterioro en las 
condiciones de detención, en particular en este tipo de mecanismo de control. 


Entre los aspectos preocupantes, queremos comenzar indicando que, a contracorriente de lo que plantean los 
estándares internacionales, no hay separación entre condenados y adolescentes detenidos en prisión 
preventiva o cautelar sino que están todos mezclados. Los estándares internacionales establecen que los 
condenados tienen que estar en un lugar y los sometidos a prisión preventiva o cautelar tienen que estar en 
otro. En este caso, dado el nivel de hacinamiento, esto es prácticamente imposible pero, además, no es algo 
reciente sino que es una cuestión que se sostiene en el tiempo. 


Lo otro que nos ha llamado poderosamente la atención es la situación de temor y las presiones que existen 
para que no se conozcan las situaciones de violencia y maltrato. Hemos recibido testimonios creíbles de parte 
de funcionarios que expresan que si llegan a decir algunas cuestiones van a ser perseguidos y en algunos 
casos perderán el trabajo. Esto tiene una explicación: la mayoría de los nuevos contratos de las personas que 
han ingresado al Sirpa son precarios porque son eventuales. Este problema relativo a la seguridad laboral 
opera como una desventaja en el momento en que estas personas vienen a testimoniar situaciones de 
violencia y maltrato. Hay que ver el recorrido institucional de las personas que denunciaron situaciones de 
violencia para constatar que la mayoría no está en el lugar donde estaba: han renunciado o han pedido 
traslado a otros lugares, cuando no han sido despedidos. 


Otra cuestión es el hacinamiento. El crecimiento de la población ha sido exponencial; por lo tanto, el 
deterioro estructural que ya existía en los centros se vio potenciado por ese aumento de población; inclusive, 
hemos visto a chiquilines durmiendo en el piso. 


También nos preocupan particularmente las condiciones de algunos centros. Por ejemplo, ediliciamente, el 
Centro Ariel está muy mal. Allí es donde la superpoblación se nota con particular fuerza porque a las malas 
condiciones estructurales se suma mucha población en una celda. Por ejemplo, en el Centro CIT, aquí en 
Montevideo, que es transitorio pero que se utiliza como de permanencia, en una celda para dos chicos 
encontramos ocho. 


Además, están expuestos a la humedad. El Hogar SER está sobre un arroyo, lo que genera que sea muy 
húmedo. El hecho de tener los colchones en el piso hace que la humedad se sienta con más fuerza, porque 
pasa a aquellos y a la vestimenta. 


También en el Hogar SER nos preocupa particularmente lo que se ha conocido como "el sótano". No es un 
sótano sino un desnivel donde ubican a los adolescentes castigados y allí no se ve la luz del día. Como 
consecuencia de los motines ocurridos años atrás, es un lugar lúgubre. Los adolescentes nos relatan que al 
recibir la luz del día reciben un fuerte impacto dado que salen de la oscuridad. 


Reitero que en ese lugar las condiciones de detención son muy preocupantes. A eso le podemos agregar el 
maltrato que reciben, al que haremos referencia más adelante. 


Por otra parte, se nos presentó un proyecto de plan estratégico. Nosotros decimos que es muy débil; es un 
FODA. Lo tenemos en nuestro poder así que, si lo desean, lo podemos facilitar a la Comisión. Cuando en las 
entrevistas preguntamos a los funcionarios si conocen el plan estratégico, la mayoría nos contesta que no. 
Nos parece importante que si existe un plan, sea conocido por todos los involucrados. 


A su vez, más allá de que tenemos algunas diferencias con este plan estratégico, saludamos su existencia. Sin 
embargo, no hemos encontrado que cada Centro nos presente un plan. De los doce Centros relevados, solo en 
dos nos entregaron un plan de trabajo de lo que entienden van a llevar adelante en la ejecución de la 
privación de libertad. Nos parece que eso es una seria deficiencia y lo marcamos como una preocupación. Es 
decir, no conocimos proyectos por Centros ni por adolescente privado de libertad y esto es necesario porque 
durante la ejecución de la sanción tiene que existir un plan por adolescente a fin de saber hacia dónde está 
dirigida la privación de libertad. 


Al mismo tiempo, esto marca algo gravísimo que son las abismales diferencias entre Centros que están 
enfrentados. Por ejemplo, en el espacio territorial de la Colonia Berro, uno ve el Hogar Ituzaingó, con 


noventa adolescentes detenidos con una capacidad para treinta, y el Ser enfrente, con cien adolescentes 
detenidos con una capacidad para treinta, y las condiciones de privación de libertad son antagónicos. En 
Ituzaingó, los chiquilines no están trancados todo el día; salen, participan en actividades; no están encerrados 
en las celdas. En el Ser, están los adolescentes castigados, superando muchas veces veinte horas de encierro y 
sancionados por períodos extensos, lo cual es altamente preocupante. A veces, superan el mes de sanción y 
dicha sanción significa no compartir ninguna actividad colectiva, de las pocas que se llevan adelante. Ese 
esquema nos muestra que no hay un rumbo para la privación de libertad, es decir que queda en manos de la 
buena intencionalidad del funcionario que está al frente del Centro o de los funcionarios que quieran 
desarrollar algún tipo de actividad. 


También se nos ha indicado como preocupante la selección de adolescentes. Esto ocurre de acuerdo con las 
características que solicitan los Directores. Esto también denota que no hay un rumbo para la ejecución de la 
privación de libertad por Centro, porque si la selección queda a criterio de las Direcciones, es altamente 
preocupante, en la medida en que hemos escuchado que acaban de inaugurar un Centro de Diagnóstico y 
Derivación. Bueno, si hay un Centro de Diagnóstico y Derivación, la práctica de selección de los 
adolescentes por parte de las Direcciones no tendría razón de ser. 


Y el punto más fuerte de esta selección de los adolescentes termina siempre en el Hogar SER. El Hogar SER 
es el lugar emblemático para el castigo. En el Hogar Ser, no están los más peligrosos -queremos 
desmitificarlo-, los que han cometido los hechos más graves, sino los castigados. Por alguna razón el 
adolescente no anduvo en determinado Centro y se lo lleva como castigo y ablande al Hogar SER y la 
sanción la establece cualquier funcionario. Lo ha dicho Eric Sottas, representante de la Organización Mundial 
contra la Tortura que nos acompañó en la visita: llama la atención que en algunos Centros, como el Ituzaingó, 
existan adolescentes que han cometido el delito más grave -el homicidio- y deambulen por el Centro y 
participen en actividades con la restricción de no salir del perimetral, y en otros, como el Ser, haya 
chiquilines que no cometieron delitos de sangre sino menores -hurtos-, pero están sometidos a un sistema que 
es durísimo. Entonces, hay un mito de que en el Ser están los peores. No, el Ser se usa como sistema de 
castigo y sanción para los adolescentes. 


Lo otro que nos preocupa es que cuando contrastamos los diferentes informes que cada grupo realiza surge 
fuertemente la ausencia de rutinización en las actividades. ¿Qué significa esto? Por ejemplo, en el Hogar SER 
entrevistamos a un adolescente que en el día de las visitas había participado de una actividad liceal -es decir, 
concurrió a la escuelita ubicada en la zona de arriba de la Colonia Berro- y cuando le preguntamos si tenía 
que concurrir al otro día, nos contestó: "No, mañana no sé; puede ser mañana o en quince días" 


Entonces, si para el niño, el adolescente, la educación constituye un pilar central en su formación -al menos 
para nuestros hijos concurrir a la escuela o al liceo implica cuatro horas curriculares-, nos llama la atención 
que nos digan: "Hoy fui, pero no sé cuándo vuelvo". Por eso decimos que no hay rutinización y que el 
adolescente está a la deriva de lo que pueda ocurrir en el día de mañana, si es tocado por la "varita" de 
alguien que lo habilite a participar de un taller, una actividad cultural o un partido de fútbol. 


También nos preocupa mucho la rebaja de los estándares para el ingreso de personal. En los últimos llamados 
el requisito ha sido el de tener Primaria completa, pero en las anteriores Administraciones la condición era 
contar con Ciclo Básico completo. Esto constituye una rebaja en los estándares y no lo digo por desmerecer a 
quienes no pudieron completar el Ciclo Básico, sino porque para el trabajo con este tipo de población y 
desarrollar tareas con estos adolescentes es necesaria cierta capacitación y especialización que, en principio, 
no se obtiene solo con educación primaria. 


Queremos marcar este aspecto porque desde hace veinte años monitoreamos los centros. En la anterior 
Administración hubo un llamado para cubrir cargos en esta área y se presentó mucha gente con estudios 
universitarios -finalizados o a punto de culminar-, y lo que ha ocurrido es que terminaron abandonando el 
sistema por razones de salud, por las persecuciones que existen con las personas que se plantean algo 
diferente dentro de la privación de libertad o, simplemente, por haber solicitado el traslado para otra 
dependencia porque les ha resultado insoportable llevar adelante algo en esas condiciones. 


Otro punto que nos preocupa tiene que ver con la intimidad. El adolescente, por encontrarse en esa etapa de 
su vida, necesita momentos de intimidad. Cualquiera que tenga un hijo adolescente sabe que el momento de 
estar solo es una instancia relevante en su vida. En estos lugares, y con las condiciones actuales de 
superpoblación, es impensable creer que puede haber momentos para la intimidad. 


Esto lo marcamos, particularmente, en el centro de detención de adolescentes mujeres. El año pasado, cuando 
ingresamos a este centro, en la entrada vimos un cartel que decía que por día no podían salir más de tres 
cartas y que las adolescentes no podían recibir más de tres, y que los fines de semana esa actividad no se 
podía realizar porque eran las instancias de visitas. 


Cuando comenzamos a indagar el porqué de esta disposición, que de alguna forma cortaba el vínculo entre 
las adolescentes y sus familias, se nos afirmó que de acuerdo con la proyección que ellos hacían sobre la 
cantidad de cartas que escribirían las adolescentes sería imposible leerlas todas para tener conocimiento de 
qué es lo que salía. Esto nos parece algo grave porque se admite que se lee la correspondencia de las 
adolescentes. 


Entendemos que la Administración debe habilitar canales para que las adolescentes, tal como establecen las 
normas internacionales, puedan mantener el mayor contacto con sus referentes familiares. 


Por último, quiero referirme al régimen disciplinario, las torturas y los malos tratos. Nos llamó la atención en 
muchos centros que en el día de la visita los adolescentes estuvieran en sus celdas leyendo el Reglamento 
General de Derechos y Deberes del Régimen Disciplinario, que según se nos dijo, fue entregado uno o dos 
días antes de nuestra presencia. Esta publicación no tiene un lenguaje coloquial ni amigable para los 
adolescentes, sino que tiene un lenguaje jurídico, para expertos. Por eso digo que llama la atención que al 
ingresar a una celda -sobre todo cuando desde hace años visitamos estos centros- lo primero que se vea sea a 
un adolescente intentando leer este Reglamento. Luego, dialogando, nos enteramos que eso había sido 
entregado la noche anterior. 


Por lo tanto, y más allá del documento que se nos entregó, podemos afirmar que el régimen disciplinario es 
discrecional, no está previamente establecido como debe ocurrir en un sistema de derecho. Esto es tan así que 
en algunos centros cualquier funcionario puede disponer una sanción por determinada situación. No hay 
normas fijadas respecto a la violación a las pautas de convivencia ni qué castigos o sanciones se deben 
aplicar. 


Los testimonios de algunos funcionarios y adolescentes corroboran esto. Por ejemplo, si un adolescente le 
dice tal cosa a un funcionario, este lo sanciona prohibiéndole salir al patio por tantos días. Cuando 
preguntamos quién sanciona y revé esa situación, nos respondieron que lo hace cualquier funcionario y que 
generalmente es la misma persona quien condona la pena. Esto choca de frente con lo que plantean las 
normas internacionales con relación a la disciplina para los adolescentes en régimen de privación de libertad. 


Con respecto a esta arbitrariedad del régimen disciplinario, debemos decir que tenemos muchos testimonios, 
creíbles, que indican que al adolescente se lo sanciona impidiéndole tener contacto con su familia, inclusive, 
se llega a prohibir que la vea, porque se llama a los padres y se les comunica que no concurran al centro 
porque su hijo ha sido sancionado. 


Esta decisión también choca de frente con el Código de la Niñez y Adolescencia, pues cuando plantea las 
garantías de los adolescentes en este sistema establece el principio de máxima comunicabilidad, es decir, que 
el adolescente, en cualquier momento, pueda comunicarse libremente con sus familiares y referentes 
asesores, ya sean representantes legales o religiosos. 


Hemos recogido testimonios que indican que esa práctica es generalizada. Es más, estamos en contacto con 
un grupo de familias que ha empezado a organizarse y este es un planteo común y de familiares que en algún 
momento vivieron este tipo de sanción. 


Otro aspecto que deseamos plantear -no es una práctica generalizada- tiene que ver con la requisa vejatoria. 
Hemos recibido testimonios respecto a que en un centro de Montevideo se realizó una requisa vejatoria que 
incluyó tacto vaginal sobre una educadora, que acompañaba a una persona que iba a visitar a su hermano. 


Queremos dejar constancia de que la requisa vejatoria, de acuerdo con la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, ha sido asimilada a una violación. Reitero que si bien no es una práctica constante, sí ha 
ocurrido en algunas ocasiones. Entonces, me parece que es necesario tener criterios claros sobre qué es una 
requisa y cómo se practica adaptándola a los principios de respeto a la dignidad humana. 


También se nos ha indicado que a muchas familias se les niega el ingreso de artículos personales -jabón, 
champú-, argumentando que se los proporciona el centro. Los testimonios de los adolescentes señalan que les 
entregan un pedazo de jabón muy chico y que muchas veces no tienen materiales para el aseo personal. Por 
ejemplo, los varones del Hogar SER comparten las hojas de afeitar entre cuatro o cinco adolescentes; esto es 
caldo de cultivo para enfermedades. 


Hemos recibido muchos testimonios de maltrato. Quiero remarcar esto porque significa una vuelta atrás con 
relación a lo que habíamos percibido en las anteriores visitas. 


Antes, habíamos notado que el maltrato y la tortura adentro del sistema eran casos aislados. Sí recibíamos 
fuertes testimonios de maltrato y de tortura en la instancia de la detención policial. En algún momento, eso 
tomó estado público; nosotros lo marcábamos. Los chiquilines planteaban que al momento de la captura 
policial o cuando se fugaban y eran recapturados, luego de pasar por el control médico -por ejemplo, por el 
hospitalillo de la Colonia Berro- eran llevados a un lugar, golpeados y reingresados. 


Entonces, queremos marcar la impresión que tuvimos en las últimas visitas. Antes, los malos tratos eran 
eventos aislados, pero desde mediados de 2012 a la fecha, ha habido un recrudecimiento de la violencia 
adentro de los centros de detención. Particularmente, queremos mencionar a los centros de ingreso en 
Montevideo, el Ceprili -conocido como centro Puertas-, el Centro Desafío -está en Chimborazo y General 
Flores; es para adolescentes entre 13 y 15 años- y el Hogar SER, de la Colonia Berro, que es el emblema de 
esta forma de violencia. 


Dentro de los testimonios de tortura, en Montevideo se ha mencionado la práctica de lo que se ha conocido 
públicamente como el "paquetito". Consiste en colocar al adolescente en una posición parecida a la de un 
paquete, pasándole los grilletes de los pies por las esposas. El Comité Contra la Tortura ha indicado en las 
observaciones recientes al Estado uruguayo que estas posiciones son de estrés permanente y de 
acalambramiento. 


Otros testimonios señalan que los "amarrocan". En la jerga adolescente "amarrocar" significa esposarlos y 
tenerlos toda la noche colgados a una parte de la cucheta. Precisamente, las adolescentes señalaron que el 
"amarrocamiento" era una práctica utilizada en el centro de detención. También mencionaron tirones de pelo 
y patadas en el piso. 


Esto está relacionado con la cuestión de discrecionalidad a la que hacía referencia: por ejemplo, si demoran 
mucho a la hora de bañarse, se utiliza este tipo de castigo. 


Por otra parte, en el Hogar SER de la Colonia Berro nos han relatado testimonios de desnudez para 
golpearlos y para hacerlos limpiar colectivamente espacios comunes entre los celdarios, de baños de agua fría 
y de burlas de sus órganos genitales, realizadas como método de amedrentamiento. 


La otra cuestión que nos han indicado, es que los adolescentes de las familias que han comenzado a 
denunciar, han presenciado castigos sobre compañeros a los que se les dice: "Te pegamos a vos porque la 
madre o la abuela de él está denunciando". 


En cuanto al Centro Desafío -donde están los adolescentes más chicos-, hemos recibido testimonios de dentro 
y de fuera. Tenemos testimonios de organizaciones que trabajan con niños de calle. Hay mucha cogestión 
entre el Estado y las ONG y muchos programas del INAU. Algunos adolescentes que han pasado por estos 
programas han indicado que en el Centro Desafío han vivido golpizas generalizadas. ¿Cuáles son los 
testimonios que recibimos? Que se los hace bajar al espacio de la cocina, se los desnuda, se los hace tirar al 
piso, les caminan por arriba, los golpean, los patean y luego les dan una inyección que los hace dormir por 
mucho tiempo. 


Hemos acompañado la denuncia de un adolescente que fue tirado de su cama y se le quebró un brazo. La 
versión oficial fue: "Se cayó de la cama y se quebró". Luego, los educadores de calle entraron en contacto, 
lograron fotografiar al adolescente, constataron moretones y hematomas en diferentes partes del cuerpo y el 
adolescente les señaló: "Me dijeron que diga que había sido una pelea con mi otro compañero y que me caí 
de la cama". Entonces, nos pusimos en contacto con el abogado defensor, quien planteó esto en la Justicia. Lo 
cierto es que los funcionarios fueron procesados por lesiones ultraintencionales. 


Queremos llamar la atención sobre el hecho de que no hemos visto una política coherente. Esto lo queremos 
marcar claramente en las contradicciones en la ejecución del encierro. Nos preguntamos cómo es posible que 
si hay un plan, convivan modelos como el Ituzaingó y el SER en el mismo espacio físico. 


Asimismo, notamos una exacerbación de la violencia como mecanismo de control y de dominación. Sabemos 
que son pocos, pero en esta dinámica en donde las investigaciones no avanzan o avanzan a ritmo muy lento, 
el mensaje que se da es que este es un terreno fértil para la impunidad. 


Finalmente, decimos que vemos la inexistencia de proyectos socio educativos para la ejecución del encierro. 


SEÑOR FUMEIRO.- Quiero señalar que estos mecanismos de monitoreo se realizan en base a normas 
estandarizadas a nivel internacional. Además, no tienen como cometido investigar las situaciones que 
relevan en los lugares que visitan. 


Una de dificultades mayores que tienen estas situaciones es la parte probatoria. Estos hechos suceden en 
condiciones en las que es muy difícil conseguir testigos; nadie quiere atestiguar estas prácticas por miedo a 
sufrir represalias, ya que continúan bajo los mismos operadores dentro del sistema de privación de libertad. 


Por otra parte, se constata una deficiencia en los mecanismos de investigación de las denuncias. Hace falta un 
mecanismo independiente, que pueda generar investigaciones por fuera de esa órbita de la Administración. 
De esta manera, las investigaciones serían objetivas y no estarían sujetas a presiones de la Administración o 
de grupos de trabajadores. Evidentemente, como trabajan dentro de la misma institución, los que llevan 
adelante las investigaciones son compañeros de trabajo de las personas denunciadas. Además, muchas veces 
las prácticas corporativas de los sindicatos no ayudan a que se realicen procedimientos objetivos. 


Una sugerencia podría ser que estos mecanismos de investigación tendrían que ser tripartitos, en los que 
participen la Administración, la sociedad civil y también los funcionarios, a efectos de dar garantías de 
independencia y libertad para denunciar. 


SEÑOR TOMASINI.- La idea que se plantea es, básicamente, que la persona que denuncia no sea la 
misma que tenga que labrar un acta. Además, en varias reparticiones del Estado y en el sistema 
carcelario adulto y juvenil todavía persiste la cultura del cuaderno, y por eso muchas denuncias se 
anotan en un cuaderno de partes que luego desaparece. 


La propuesta de agilizar el mecanismo tiene que ver sobre todo con la rapidez que debe existir ante hechos de 
violencia, lo que implica que tenga que sortearse algún dispositivo administrativo, porque no puede ser que 
una persona abandone el cargo un año o cinco o seis años después mientras el adolescente sigue estando ahí. 


Además, hay que tener en cuenta que un sistema externo de monitoreo y de seguimiento de la violencia 
institucional permitiría desinstalar la red que existe dentro del sistema de privación de libertad como forma 
de castigo. Es decir, a un chiquilín que le pegan en un centro y lo envían a otro donde le seguirán pegando 
por ese corporativismo del que se hablaba. Por lo tanto, si no se instala un sistema de monitoreo externo, 
sería muy difícil desinstalar algo que es sistémico. Es decir, la intervención no se concretaría exclusivamente 
en un sitio, sino en todo el sistema. De nada sirve sacar a un chiquilín de un centro y llevarlo a otro donde se 
comparten determinadas cuestiones corporativas y se le sigue pegando, y esto ha pasado mucho. 


En este sentido, se podría trazar un triángulo entre el SER, CID, Ceprili y CMC; si bien el CEMEC ha 
mejorado mucho, agregaría otro centro muy complicado como el CMC. 


Este mecanismo daría la rapidez suficiente para actuar ante un caso de violación sistémica, para que se pueda 
intervenir a tiempo, y no sea más nocivo para el chiquilín; si no quedaríamos en cuestiones administrativas 
que llevan su tiempo y, además, sería erróneo pensar que una persona puede labrar un acta cuando es el 
denunciado, como pasó en un centro. En efecto, el subdirector era quien había cometido, en este caso, 
violencia física, y tuvo que labrar el acta. En ese sentido, más allá de otras cuestiones, debería instalarse un 
mecanismo de este tipo lo más urgente posible, porque la violencia sigue existiendo y no ayuda en nada a la 
oferta educativa de estos programas instalados. La oferta educativa, si se analiza como espacio para diminuir 
la inseguridad, se puede entender en base a la disminución de la violencia del sistema; de lo contrario, seguirá 
habiendo oferta educativa con violencia institucional. 


En este sentido, me interesa destacar varias cosas. Los funcionarios que están en el sistema de privación de 
libertad que quieren hacer las cosas bien -que son la mayoría- no tienen idea de qué hacer con un chiquilín 
privado de libertad. La medida socioeducativa penal no implica necesariamente que tengan que volver al 
liceo o a la escuela. Es decir, está bien que exista oferta educativa y que se pongan en marcha un montón de 
dispositivos, para que en un futuro se pueda construir otra trayectoria de vida, pero si ese fuera el caso 
mandaríamos a los chiquilines al liceo y a la escuela, y sería lo mismo. Sin embargo, hay una concepción 
demasiado decimonónica de qué tipo de abordaje se debe hacer, que se emparenta con un concepto bastante 
psiquiatrizante de las conductas. Por supuesto, hay consumidores problemáticos, otros son consumidores 
recreativos, y otros tienen graves problemas con el alcohol, como muchos adolescentes en esa franja etaria, 
pero eso no permite inferir que son todos psiquiátricos o que todos tienen patologías, que es el otro gran 
problema que tiene el sistema, que ya al llamarlos internados predispone un tipo de paradigma que está en 
desuso y que habría que entenderlo en el marco de la violencia sistémica que se da. 


Con respecto a si la cárcel es estructurante o no, es muy discutible, pero en este tipo de sistema penal no es 
estructurante, sino discrecional, es decir, no hay ley, sino reglas. Puede suceder una cosa o la misma por 
diferentes motivos. Entonces, un chiquilín puede salir a un taller si se porta bien, pero si se porta mal no; es 
decir, básicamente es un espacio practicado. 


Hay prácticas que se construyen cotidianamente. Por ejemplo, el año pasado se publicó una circular solo para 
el CID, por la que el funcionario debía acompañar a la persona cuando orinaba o defecaba. El sistema está 
minado de este tipo de prácticas, que son invisibles. 


Con respecto al reglamento de que se habló, no se aplica para nada. Yo me refiero a este programa invisible, 
básicamente de aplicación dolor, porque el encierro tiene que ver con aplicación de dolor en sus diferentes 
formas. Por ejemplo, a la última tanda de funcionarios que entró en diciembre del año pasado, sobre todo del 
Hogar Desafío, se les explicaba cómo hacer el "paquetito", en los casos de que el chiquilín golpeara una 
puerta; en el Hogar Desafío hay chiquilines de trece a quince años, y todos sabemos cómo son los 
adolescentes a esa edad. Al chiquilín que golpea la puerta, se le esposa las manos y los pies y se lo deja ahí 
cuatro o cinco horas, hasta que se calme; esa es una práctica habitual. Yo dejaría de lado esa percepción de 
que es individual; es un programa detallado de cómo tratar a un chiquilín, y es lo que sucede básicamente en 
muchos lugares. Esto específicamente lo contó un funcionario que trabaja en el Hogar Desafío, quien afirma 
eso: explicarle a todos los nuevos funcionarios cómo se aplicaban este tipo de técnicas. 


Por supuesto, en estas cuestiones tienen que ver la capacitación en derechos, pero la desinstalación de este 
tipo de prácticas solo sería posible si se empieza a construir un sistema de monitoreo y de seguimiento; de lo 
contrario, sería muy difícil desinstalar esta cultura, porque los funcionarios que no están de acuerdo con este 
tipo de metodologías, quedan excluidos: renuncian, piden traslado o directamente no les renuevan el contrato, 
como le sucedió a esta persona que me contó esto. 


Por lo tanto, si no se empieza a generar otra cosa desde afuera como forma de control, será muy difícil 
cambiar un sistema que tiene muchas perversidades y vicios adquiridos. 


Con respecto a la planificación institucional, no hay nada. El FODA es un programa en el que se ha 
desarrollado cuatro indicadores de cuestiones materiales que no tienen nada que ver con la trayectoria de los 
chiquilines; uno no puede medir el funcionamiento de un sistema basándose en cuatro azulejos más o seis 
computadoras. Eso es totalmente erróneo. Esto se da, básicamente, porque también es cierto que la gente no 
está capacitada para trabajar en privación de libertad. 


Se ha dicho que hay diferencia entre los centros; sí, hay mucha diferencia. 


Me gustaría dejar la sugerencia de que sería bueno si se pudiera visitar "El Puente", un nuevo Centro que se 
abrió entre la panadería y el hospitalillo, en la Colonia Berro. Es un lugar que se quemó hace 
aproximadamente cuatro años, que había quedado inhabilitado pero ahora se volvió a habilitar. Básicamente, 
es un cuarto grande y oscuro y, efectivamente, hay una diferencia en las formas o las prácticas que hay pero, 
de todas maneras, sigue existiendo algún tipo de perversidad invisible porque, por ejemplo, si bien es cierto 
que el Hogar Ituzaingó -que nombraba el señor Pedernera- tiene otras prácticas, también es cierto que allí se 
utiliza la sanción colectiva, que está prohibida. Por ejemplo, uno va un día y no hay ningún chiquilín que 
pueda salir a ningún lado, y eso está prohibido. Entonces, si bien es cierto que las formas de abordar a un 
chiquilín con privación de libertad son distintas, hay una especie de nivel que se mantiene que es cómo 


utilizar el ejercicio del poder y de la violencia sobre el otro. Es eso y va desde los niveles más profundos, más 
avanzados, más terribles, hasta las formas más sutiles, porque eso es lo otro que ocurre. Es una forma muy 
sutil de violencia psicológica trasladar a un chiquilín al mismo lugar donde se ahorcó el compañero. Ni qué 
hablar de la violencia en el lenguaje. Por supuesto que se utiliza un "stream" de lenguaje escatológico cuando 
uno, supuestamente, los está ayudando a crear condiciones para que construyan otra trayectoria de vida. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Espinosa) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, conforme a las diferentes exposiciones, se ha dado cuenta de 
que debemos aceptar, comprender o entender que hay una práctica sistemática de tortura y malos 
tratos en determinados centros del INAU, concretamente del Sirpa. 


Ustedes integran un núcleo muy importante de organizaciones e instituciones que trabajan con menores 
infractores y con niños en general, entonces, en primer lugar, de las observaciones de los testimonios que han 
recogido, ¿cuántas son las denuncias que se han presentado ante los órganos competentes, es decir, las 
autoridades del INAÚ, o ante la Justicia? ¿Cuántas de ellas se han formalizado penalmente ante estos 
testimonios? 


En segundo término, ¿cuál es el grado de comprensión o de corrección que ha presentado el INAU, 
particularmente el Sirpa, en cuanto a las denuncias sobre las que, por lo menos, muchos de nosotros hemos 
tomado contacto a través de los medios de prensa? 


En tercer lugar, me gustaría saber si ustedes, dentro de las observaciones, visitas o entrevistas, pueden 
confirmar una información que nos llegó con relación a un ingreso recurrente -si bien no podemos definirlo 
como sistemático- de estupefacientes a los centros de detención de menores en infracción con la ley. 


En cuarto término, ¿qué está pasando con el funcionariado? ¿Cuál es la percepción desde el punto de vista de 
ustedes? Se habla de una cultura del castigo, de una violencia intrainstitucional, de situaciones de tortura, de 
malos tratos. Públicamente, hace un tiempo pudimos ver un video donde un funcionario del INAU castigaba 
salvajemente a un menor. La pregunta es: el funcionario que filmaba, ¿no lo detuvo? ¿Por qué no lo detuvo? 
¿Cuáles son esas redes que existen de conveniencia o de temor por las cuales, a criterio de ustedes, los 
funcionarios no se plantan en la cancha y denuncian de manera más categórica, firme y clara la violación 
sistemática de los derechos humanos que ocurre en estos Centros? 


Ya que quizás por mi ignorancia no lo puedo comprender, me gustaría que ustedes, que están desde hace 
mucho tiempo en contacto con estos mismos funcionarios, puedan determinar cuál es la situación real o 
puntual por la cual se pueden permitir, bajo una amenaza de no renovación de contrato o de despido, las más 
aberrantes violaciones que se puedan imaginar. 


SEÑOR PEDERNERA.- Con relación a las denuncias, no las hemos cuantificado. 


Como decía el señor Fumeiro, el sistema de monitoreo que tenemos en las visitas es ir, recibir testimonios y 
contraponerlos para ver cuáles son los que reúnen trazos de credibilidad, es decir, testimonios coincidentes. 
Lo que hacemos es una devolución a la autoridad administrativa, a la que se le indica que hemos recibido 
esos testimonios. Aquí es de cargo de la Administración investigar y aquí es donde vemos una gran falencia. 


Ahora estaba haciendo memoria. Durante la Presidencia de Nora Castro ella pide a uno de sus asesores 
auditar todas las investigaciones administrativas sobre los funcionarios. Esta persona, que es abogado, pide 
un informe a jurídica sobre las investigaciones que se estaban haciendo y, en realidad, constata que había 
muchos expedientes dormidos. Al mes siguiente vuelve a hacer el pedido y, mágicamente, esos expedientes 
se empiezan a mover. Entonces, para nosotros, es sumamente importante montar un mecanismo 
independiente, imparcial y rápido de investigación de estas denuncias. Por eso, nuestra propuesta es avanzar 
en un mecanismo tripartito: Administración, Institución Nacional de Derechos Humanos y organizaciones 
sociales. Esa sería nuestra propuesta concreta porque, recientemente, la Administración expresó que no 
entiende cuál es el planteo de ese mecanismo. Entonces, nuestra propuesta es esta: un mecanismo 
independiente que procese las investigaciones con celeridad e imparcialidad y que recomiende a las 
autoridades el inicio de investigaciones administrativas, los sumarios correspondientes y las denuncias 
penales. Aquí es donde realmente tenemos un talón de Aquiles 


En casos donde sí vemos a los chiquilines con pruebas físicas de golpeados, procedemos a las denuncias. 


Pensaba en cuántas denuncias hemos tenido, pero es algo complicado porque en este momento muchas 
instituciones y personas que han denunciado están compartiendo toda esa información. 


Nuestras denuncias, que se han canalizado a la Institución Nacional de Derechos Humanos, a las que se les 
han sumado las denuncias de una de las abogadas de las familias, superan la decena. A su vez, hay denuncias 
administrativas y denuncias penales. 


Debo decir que durante el año pasado y el año anterior nosotros estuvimos muy cercanos a funcionarios que 
habían denunciado casos graves. En ese caso se acompañó a alguno de esos funcionarios a la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social pero, al final, por el sentimiento de temor no concretaron las 
denuncias pertinentes; de todas maneras, hubo un acercamiento. 


Muchas veces, redactamos las denuncias pero luego desisten, y nos dicen que para su tranquilidad es mejor 
no avanzar en ellas. 


Hay un caso emblemático que salió a la luz pública de un adolescente que denunció situaciones de abuso 
sexual en el Hogar Cemec: todos los trabajadores que denunciaron esa situación hoy no están trabajando en 
ese lugar; unos fueron trasladados y otros renunciaron. 


Quiere decir que manejamos varias posibilidades de denuncia, la penal, la administrativa, y, en este caso, 
llegamos a la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social por casos de acoso laboral. 


Sí sabemos que tanto de parte de los familiares como de los adolescentes hay mucho temor, sobre todo a las 
represalias. En este contexto, no hay garantías suficientes de que la tortura, el castigo o el maltrato se detenga 
y no vuelva a ocurrir porque la víctima o sus familiares o los trabajadores que se animan a dar el paso para 
denunciar no están resguardados contra las represalias. Este constituye un núcleo problemático para avanzar 
en este tipo de denuncias. 


Podemos hacer un "racconto" de las denuncias que tenemos y luego de esta reunión enviárselas. Si los 
denunciantes tuvieran garantías de que se va a avanzar en ellas respetando las condiciones del debido proceso 
para todos los involucrados y también su indemnidad, otro sería el cantar. Pero acá observamos 
permanentemente la actitud de menoscabar la voz de quien se anima a dar el paso de contar que fue víctima 
de malos tratos o torturas. Acá se ha llamado "hábiles declarantes" a los adolescentes. Se ha dicho que las 
mamás quieren que ellos estén fuera de los Centros de detención. Nos consta que no es así; por lo menos, un 
grupo de madres nos hizo llegar una carta que fue dirigida al señor Presidente de la República y en un pasaje 
de ella dicen que no quieren que sus hijos queden libres; que paguen por lo que hicieron, pero que no se los 
golpee más. 


Acá, en general, la actitud es que como son menores de edad y han cometidos actos que socialmente son 
cuestionados, su voz está descalificada para eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes mencionan presiones y temores. No quiero comprometerlos con la 
respuesta, pero quizás puedan aproximarnos a la idea. ¿Por parte de quién parten esas amenazas 0 
supuestas presiones? 


Todos conocemos la organicidad institucional que tiene el INAU y la descentralización que tiene el Sirpa; 
sabemos cuáles son los roles que tienen ambas instituciones y cuál es el complemento entre ellas. 


Ahora, francamente, no me queda claro cuál es el temor que puede tener un funcionario o cuál es la represalia 
que puede sufrir. Se mencionó un caso muy puntual. ¿Quién da la orden para que esos funcionarios sean 
removidos de su cargo y de su lugar de desempeño de trabajo? ¿Dónde está el nudo de la cuestión? Es 
información que agradecemos porque queremos que conste en la versión taquigráfica. 


Como ustedes saben, este legislador tiene récord histórico de pedidos de informes no respondidos por el 
INAU. No cometo infidencia al decir que aquí varios representantes del INAU y del Mides en los últimos 
ocho o nueve años se han comprometido a presentar información complementaria sobre muchos temas de los 
que estamos hablando, pero nunca la aportaron. No hemos tenido jamás una aproximación a una 


investigación administrativa. Quiero que esto conste en la versión taquigráfica. Ni una sola. Por aquí han 
comparecido muchísimas personas, funcionarios y autoridades del INAÚ. Les hemos pedido en varias 
oportunidades conocer los resultados de esos procesos administrativos e investigaciones, y también instancias 
judiciales. Hasta ahora jamás recibimos un solo resultado. Al Parlamento se le ha negado esa información. 


Entonces, agradezco si tienen alguna información que puedan aportar al respecto para que el Parlamento 
pueda hacer lo que debe hacer: controlar. Lamentablemente, muchas veces se nos juega a la mosqueta. 


SEÑORA MOSTEIRO.- Respecto a los funcionarios que tienen miedo en denunciar básicamente es 
por las amenazas y la remoción de su cargo, de autoridades, pero básicamente de otros compañeros de 
trabajo. Esto tiene que ver con la cuestión de que la gente que está procesada, en el caso de Desafío, por 
omisión de asistencia, sigue estando dentro del sistema trabajando en otro lugar. Por ejemplo, uno de 
los funcionarios procesados cuida ahora el portón de la escuelita en Colonia Berro. Esos funcionarios 
siguen dentro de la institución. Lo mismo ocurrió con el caso del adolescente víctima de abuso sexual: 
el Director del Centro en ese momento fue indagado y hubo cuestiones que se filtraron a la prensa - 
particularmente, en Brecha- sobre una asamblea del sindicato respaldando al compañero en la que se 
dijo que a un compañero no se lo delata. 


Es muy complicado que un funcionario decida llevar a cabo una denuncia cuando tiene un corporativismo 
detrás. Los miedos no son solo una cuestión de la pérdida del trabajo -que es comprensible- sino también por 
agresiones físicas y verbales. Llegan a cualquiera de las organizaciones y nos comentan que son víctimas de 
amenazas constantes por parte de otros funcionarios básicamente. Lo que les genera miedo es que se ha 
llegado al punto de decirles: "Sabemos dónde vivís; sabemos dónde estudian tus hijos”. Estos son relatos de 
funcionarios que quieren denunciar. 


Pero además hay una cuestión de legitimación de parte del Sirpa a las denuncias de los funcionarios. Ellos 
declararon a la prensa que estaban llevando nueve denuncias de un total. También hay un informe en la 
prensa en el que el Presidente del Sirpa dice que si es honesto tiene que llevar 45 denuncias a la Justicia y 
presentar su renuncia. 


Evidentemente, hay distintos lugares donde focalizarse. El primero tiene que ver con el funcionariado en 
general. Hay funcionarios que presionan a sus propios compañeros para que no denuncien. Lo mismo se 
traslada a los adolescentes. Muchos de ellos no quieren denunciar porque nadie les garantiza absolutamente 
nada. Vuelven a quedar en el Centro con sus verdugos, como ellos les llaman. Es muy difícil que el 
adolescente se anime. El otro problema es el acceso a la Justicia. No todos los adolescentes cuentan con un 
abogado -y esa es una de las grandes falencias del sistema- que lleve la causa a la Justicia y el Juez le dé el 
curso penal que tiene que darle. 


Entonces, hay tres focos: los funcionarios en general de Sirpa, los adolescentes y sus dificultades a la hora del 
acceso a la Justicia, y las autoridades. Las familias de los adolescentes privados de libertad en el Hogar SER 
fueron entrevistadas por la prensa y dijeron que presentaron un montón de denuncias a la Dirección del Sirpa 
pero no se sabe qué camino siguieron dichas denuncias. Y de la misma forma en que ustedes no tienen acceso 
al curso de las denuncias administrativas, que deberían terminar en un sumario -o no-, respetando las 
garantías del debido proceso para todas las partes involucradas, nosotros tampoco sabemos dónde quedan 
porque no tenemos acceso a dicha información. Sí podemos identificar claramente uno de los tres focos: el 
miedo de los adolescentes por represalias contra ellos. Informalmente sabemos, de parte de funcionarios que 
trabajan dentro del sistema, que a raíz del informe presentado por la Institución Nacional de Derechos 
Humanos, la violencia dentro del sistema ha recrudecido. Ni siquiera eso ha podido frenar el abuso de los 
funcionarios hacia los adolescentes. 


SEÑOR TOMASINI.- El año pasado, el Subdirector del Hogar Sarandí fue denunciado 
administrativamente por haber golpeado a un adolescente y por no haberle proporcionado 
medicamentos cuando estuvo enfermo. A esta persona la sacan de ese lugar, se la llevan a un lugar 
neutro, a las famosas "rejas de Berro"; aquí algunas funcionarias van a hacer una denuncia, pero no la 
concretan porque fueron apretadas y eso queda invalidado. Ese mismo funcionario fue trasladado 
como Subdirector al Hogar SER y es quien aparece en el video. 


Hay respuestas institucionales que nosotros no podemos dar; hay que pedir la información a otras personas. 


En el caso de Cemec, como contaba el señor Pedernera, esa persona hoy es Director del Centro de Ingreso y 
Diagnóstico. 


No puedo hacer interpretaciones, pero sí recabar información de todos los lugares y comenzar a cruzarla. 
También habría que cruzar la información con el lugar que ocupa cada integrante dentro del corporativismo 
gremial. Esta sería otra de las patas. 


En cuanto a la parte probatoria, bueno, es muy difícil conseguir pruebas. ¡Muy difícil! Por ejemplo, en un 
lugar como el CIT, los gurises que iban al Juzgado estaban en determinada pieza para que no fueran 
golpeados, pero cuando volvían del Juzgado les pegaban y los enviaban a otra habitación. Es decir, había 
todo un mecanismo de rotación de piezas para que no concurrieran al forense. 


También queda claro lo que afirmó el señor Pedernera en cuanto a que internamente el sistema elevó mucho 
la violencia institucional porque antes, básicamente, la violencia era ejercida por los funcionarios policiales. 
Cuando las fugas llegaron prácticamente a cero -es bueno aclarar que las fugas obedecían más a aspectos 
internos que al deseo de los adolescentes de fugarse- se elevó el nivel de violencia institucional debido a las 
23 horas de encierro, el hacinamiento y la falta de personal capacitado. Lo que se hizo fue trasladar la 
violencia externa hacia la interna. 


Estos son los grandes problemas de violencia severa que estamos teniendo. 
SEÑOR PEDERNERA.- Podemos ofrecer los contactos con este grupo de familias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya le agradecemos la información, reitero, sin comprometer ninguna 
acción ni determinación; agradeceríamos la información cruzada que el integrante de la delegación ha 
mencionado. No descartamos mantener una entrevista con los familiares. 


Quiero dejar constancia de que aquí las puertas han estado abiertas para todos, tanto para las autoridades 
INAU y del Sirpa, como para el sindicato de trabajadores y ustedes. En ese camino estamos. 


Lamento profundamente que esta violencia continúe y que los derechos humanos -que es lo que más 
debemos preservar por igual para todos las partes- sean permanentemente violados. 


Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


